	Fecha
	10 de abril de 1961
	Sesión número
	12

	Motivo: Amparo

	Recurrente: VICENTE BANTAN MC DONALD

	Recurrido: MINISTRO DE AGRICULTURA E INDUSTRIA

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que hace más de un año presentó un reclamo a título de indemnización al Ministerio de Agricultura sin que a la fecha haya obtenido contestación en sentido alguno, y en consecuencia, no se agota la vía administrativa. Alega violación al derecho de petición, artículo 27, y al artículo 34 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido:  Informa el recurrido que de conformidad con el artículo 973 del Código de Procedimientos Civiles, correspondía al recurrente tomar constancia de la fecha de la presentación de su reclamo y del libre transcurso de los dos meses indicados por este artículo, sin que hubiera recaído resolución alguna, para tener por agotada la vía administrativa, entendiendo que en materia administrativa no procede el Amparo si las leyes establecen medios o recursos contra el acto reclamado para reparar el agravio que se dice cometido.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. Con fundamento en el artículo 973 del Código de Procedimientos Civiles, la vía administrativa se agotó con el transcurso de más de dos meses desde la fecha de la presentación del reclamo por el recurrente, sin que haya sido resuelto, quedando desde entonces tácitamente contestada su petición en forma negativa, y cumplida la garantía que contiene la norma constitucional de cita.


N° 12
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día diez de abril de mil novecientos sesenta y uno, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Valle, Elizondo, Quirós, Ávila, Acosta, Jacobo, Soto, Trejos, Calzada, Fernández y Porter.
Artículo VIII
Se conoció el recurso de Amparo establecido por Vicente Bantan McDonald contra el señor Ministro de Agricultura e Industrias, en que el recurrente alega: “Primera. Hace más de treinta años que resido en Costa Rica, habiéndome instalado en Puerto Limón, donde a la sazón he vivido en asocio de mi señora esposa e hijos.  Desde mi ingreso a territorio costarricense me dediqué, a fin de que mi familia pudiera subvenir a las necesidades propias del hogar, a la pesca, penetrando la mayor parte de las veces muchas millas dentro del mar; con ello no sólo procuraba la alimentación y bienestar a los míos, sino que igualmente procuraba el alimento a multitud de hogares limonenses, y así las cosas, he vivido todo ese tiempo dedicado al trabajo. Segunda: Desde el momento mismo en que inicié mis labores de pesca, me instalé para todas esas actividades en una sección del lugar llamado “Portete”, sección esta correspondiente a la milla marítima de Puerto Limón.  Nunca fui inquietado en mis actividades; las autoridades todas veían con buenos ojos las labores a que yo estaba dedicado; pero hace aproximadamente tres años hube de proceder por medio de un Ingeniero a la medida del terreno que he conservado en posesión en forma quieta, pacífica, pública y continuadamente a título de dueño, de una extensión de dos hectáreas y diecinueve metros, debido a rumores que llegaron a mí respecto a que el Ministerio de Agricultura tenía en mente desalojarme a como hubiere lugar de mi terreno. Hecha la medida correspondiente, y ya en poder de los documentos respectivos que quise conservar para futuras actuaciones, recibí una cita que emanaba de la alcaldía Penal de Limón, que me conminaba a presentarme a aquel Despacho a rendir una declaración, sin suponer siquiera de qué se trataba. Al llegar a dicho Tribunal tuve la ingrata sorpresa de verme acusado por parte del Ministerio de Agricultura en asocio del Resguardo Fiscal, aduciéndose como punto de fundamento “el que yo era un usurpador de tierras del Estado”.  Se trataba así de obligarme por medio de los Tribunales no sólo a desocupar aquella porción de tierra si se quiere inhóspita otrora pero que en la actualidad prestaba ingentes servicios a la comunidad toda de Limón, a la vez que presentarme ante la Sociedad como un irrespetuoso de las leyes y lo que es más, tratándose de someterme a las sanciones punitivas implicadas, entre otras de la pérdida de mi libertad, reduciéndoseme a prisión.  Probé a los Tribunales, lo mismo al señor Juez Penal de Hacienda que al Tribunal de alzada (Sala Primera Penal de la Corte Suprema de Justicia) lo injusto del cargo, la razón de mi permanencia en el lugar, mi derecho a poseer aquello y, sobre todo, el tiempo que el predio ha permanecido en mi poder no autoriza – ni autorizaba – al referido Ministerio para despojarme de algo que vino a convertirse en inalienable. Fue así como logré de esos Tribunales un sobreseimiento definitivo a mi favor, conforme se desprende de la certificación que en lo conducente me fuera extendida por el señor Prosecretario de la Sala Primera Penal y que me permito adjuntar al presente recurso en carácter de prueba.-  Tercera: a pesar de ese fallo de los Tribunales, la insistencia del Ministerio de Agricultura por medio de la sección de Arrendamientos en continuar inquietándome en el goce y disfrute de mis derechos, por diferentes medios y formas, e incluso haciendo manifestaciones a personas extrañas tanto a los intereses que convienen al suscrito como a los propios del Ministerio, tales como el señor Raúl Torres, comerciante de esta ciudad a quien el lunes de la presente semana se le manifestó por parte del Ingeniero Ávila Andreoli “que si acaso él pretendía tener alguna relación comercial conmigo, no lo hiciera a base del lote que poseo en Portete, porque muy prontamente seré lanzado de ese lugar por mandato del Ministerio”.  Cuarto: a raíz del proceso penal a que antes he hecho referencia, hube de abandonar por muchos meses mis labores de pesca y consiguientemente, mi trabajo y medio de bienestar para mi familia.  Ello produjo no por otra cosa que por la irresponsabilidad de ese Ministerio al imputarme la comisión de un hecho delictivo que sólo tuvo realización en la mente de esos funcionarios del referido Ministerio que no cumplen, como ha debido serlo, con el deber que les tiene impuesto el cargo que desempeñan. Si el referido proceso me causó la paralización de mis actividades de trabajo, molestias de sentirme sometido al rigor judicial y los consiguientes gastos provenientes de mi defensa lógico era presentar – como lo hice – un reclamo a título de indemnización al referido Ministerio; el mismo se produjo hace más de un año, sin que a la fecha haya obtenido contestación en sentido alguno; pedí en el mismo, se declarara en última instancia agotada la vía administrativa. Cuantas veces se ha ido al Ministerio a recabar informes sobre el resultado de la petición, se me ha informado “que prontamente”.  Al propio Ministro se le han enviado sendos mensajes telegráficos tendientes a la obtención del pronunciamiento sobre mi reclamo, con resultados negativos.  Desde la ciudad de Limón, donde habito, dirigí incluso memoriales al señor Presidente de la República reclamando pronunciamiento de su Ministro de Agricultura, también obteniendo la callada por respuesta.  El derecho de petición que consagra el artículo 27 de la Constitución Política; el mandato igualmente constitucional que obliga a hacer e impartir justicia pronta y cumplida, han quedado en desuso y sin valor alguno para estos funcionarios públicos.- Es por todo lo expuesto, y por tener fundadas razones para estimar que el citado Ministerio está preparando ciertas actuaciones que habrían de venir a la postre a causarme serios perjuicios tal y como lo prevé el artículo 5° de la Ley de Amparo N° 1495 de 9 de agosto de 1952, como asimismo debido a la negativa del relacionado Ministerio a pronunciarse sobre mi reclamo, sin cuyo pronunciamiento no podría accionarse ante los tribunales comunes; que vengo a establecer el presente recurso contra dicho Ministerio en la persona de su titular, señor Urbina Gutiérrez y de los subalternos señores Ruiz Solórzano y Ávila Andreoli, de calidades y vecindario dichos, a fin de que, previos los trámites correspondientes, se declare su procedencia junto con las responsabilidades accesorias que la ley prevé.” “a) Al negarse el Ministerio recusado a darle pronta resolución a mi petición tendiente al logro de la indemnización correspondiente, ha quedado evidenciado el quebrantamiento del artículo 27 de la Constitución Política.  Como prueba de esa circunstancia, pido al Tribunal se sirva dirigir oficio al Departamento de Arrendamientos del citado Ministerio de Agricultura, a fin de que remita ad effectum videndi las diligencias todas promovidas por mí incluyen el memorial donde consta mi reclamación por daños y perjuicios como consecuencia del  proceso penal a que alude mi escrito inicial de Amparo.- b) Mi recurso abarca también el punto relativo a las maquinaciones que me viene preparando para despojarme del terreno que ocupo, pues en el referido Ministerio se le hizo ver al señor Raúl Torres tal circunstancia, al cual solicito se le cite a declarar cuanto sabe sobre el particular, y quien es mayor, se segundo apellido ignorado, casado, comerciante, de este vecindario y para quién ruego se me entregue la correspondiente cédula de citación.- c) Al señor Raúl Torres se le manifestó en el citado Ministerio, por parte de uno de los personeros, señor Arnoldo Ávila Andreoli, el lunes 20 de los corrientes “que no realizara ninguna operación comercial, ni pretendiera asociarse a mí con base en el terreno que poseo en la Milla Marítima en Portete, porque muy pronto me echarán de ese lugar, por orden del Ministerio”. d) Mi situación jurídica con relación a la posesión del terreno aludido está perfectamente consolidada por el transcurso del tiempo, pues lo poseo desde hace más de treinta años, y esa posesión que he ejercido sin interrupción hasta ahora, se encuentra plenamente respaldada por el artículo 34 de la Constitución Política, el cual se pretende violentar por parte del referido Ministerio de Agricultura. Violación esta que igualmente acuso.- e) Pido que este recurso de Amparo se entienda dirigido entonces únicamente contra el señor Ministro de Agricultura, con prescindencia desde luego de los otros funcionarios a que aludí en el escrito inicial.”

En su informe, el señor Ministro de Agricultura, dice: “Antecedentes del caso. Con fecha 15 de octubre de 1954, se inició en este Ministerio el expediente N° 2779, referido a una solicitud de arrendamiento de don Francisco Rodríguez Maribona y Peraza en la milla marítima del Atlántico, zona de Portete.  Como bien puede observarse por los planos adjuntos y que corren agregados al expediente, se trataba o trata de una obra de gran envergadura y digna de tomarse en cuenta por ser capaz de intensificar el turismo en dicha zona.  En ese sentido se pronunciaron en aquel entonces, tanto el Municipio como el Gobernador de Limón, todo lo cual se colige de la correspondencia cruzada con el Ministerio y constante en el expediente.  Se siguió ordenadamente todo el trámite legal, inclusive la publicación de los correspondientes edictos, hasta llegar a la resolución de las 14 horas del 9 de mayo de 1955, conforme a la cual se revolvía otorgar al indicado señor el contrato respectivo, que lleva el No. 00988 A. Posteriormente el señor Rodríguez Maribona realizó una serie de operaciones mercantiles, entre las cuales se certificó una referida a la constitución de una sociedad para la explotación del balneario.  Esa compañía, debidamente inscrita en nuestro Registro y llamada “Compañía Turística Internacional Limitada”, adquirió por virtud de traspaso autorizado por este Ministerio, parte de los terrenos arrendados inicialmente por Rodríguez Maribona.  Consta de la correspondencia agregada, que también el Instituto Costarricense de Turismo está perfectamente enterado de dichas contrataciones.  El día 10 de marzo de 1959, se recibía en el Ministerio un memorial suscrito por el Gerente de la Compañía Turística y autenticado por el Lic. José María Gallegos Iglesias por medio del cual se solicitaba amparo para el contrato concedido a la Compañía, debido a las perturbaciones ilegales del señor Bantan McDonald.  Pero aun la situación de la indicada compañía no ha podido resolverse, debido a gestiones de la Municipalidad de Limón en el sentido de que no se otorguen ni prorroguen nuevos arrendamientos en esa zona. Como bien puede establecerse de la lectura de ambos expedientes, la gestión de arrendamiento del señor Bantan es bastante posterior aún a la de la expedición del contrato a favor de la Compañía Turística, prevaleciendo el derecho de ésta en razón de ser la primera en tiempo.  Esa fue la razón administrativa por la cual el Ministerio ordenó a las autoridades fiscales hacer respetar el derecho de arrendamiento concedido a la Compañía Turística y que terminó con un proceso iniciado en la vía penal, no por gestión del Ministerio sino por auto determinación de aquellas.  Pero el señor Bantan una vez concluida la causa y sin Ley en que apoyarse, estableció ante este Ministerio un reclamo por daños y perjuicios ocasionados por el trámite de la misma y las mejoras que dice haber realizado en el terreno, todo lo cual estimó en cincuenta mil colones. La cuestión legal: Explicada en esa forma resumida, la situación de hecho, procede ahora examinar la de derecho, en cuanto a la improcedencia del recurso planteado por Bantan McDonald.  Basta para denegarlo, la sola lectura del aparte final del artículo 2° de la Ley de Amparo: “… procede el Recurso de Amparo para mantener o restablecer el goce de los derechos consagrados en la Constitución Política.  En consecuencia, se dará ese recurso…contra toda acción u omisión que haya violado, viole o amenace violar cualquiera de esos derechos…”  Se refiere pues el texto, a una situación ilegal creada por el funcionario causante del recurso, que es a todas luces injustificada y arbitraria.  Pero antes de seguir adelante, examinemos el texto Constitucional que se dice violado: el artículo 27, que establece la libertad de petición y el derecho a obtener pronta resolución.-  Si tomamos en cuenta el texto claro y terminante del artículo 973 del Código de Procedimientos Civiles, notamos que al recurrente lo único que le correspondía era tomar constancia de la fecha de la presentación de su reclamo y del libre transcurso de los dos meses indicados por el expresado artículo sin que hubiera recaído resolución alguna, para tener por agotada la vía administrativa.  Con sólo estos documentos, el Tribunal hubiera dado curso a su demanda (artículo 972 del Código de Procedimientos Civiles).  Ese es el sentido constante de nuestra Jurisprudencia, porque no puede tenerse por violado o por amenazado un derecho, cuando las leyes establecen medios para reparar el agravio.  “…previa deliberación se dispuso: rechazar el recurso porque en materia administrativa no procede el Amparo si las leyes establecen medios o recursos contra el acto reclamado para reparar el agravio que se dice cometido…” (Sesión extraordinaria de Corte Plena de las 10 del 27 de junio de 1952. Artículo II).  Y para reafirmar los anteriores conceptos, es conveniente recordar aquí las consideraciones de la Sala de instancia, al revocar la sentencia dictada por el señor Juez Primero Penal de San José en el recurso de Amparo establecido en contra del Oficial Mayor de Seguridad Pública por el señor Jorge Acuña Mora y otros: “…VI: Como ya se ha establecido tanto por la Corte Plena, como por este Tribunal, la protección que por vía del recurso de amparo otorgan la Constitución y la Ley a los ciudadanos, se contrae únicamente a los actos evidentemente arbitrarios o injustificados dirigidos a impedir o amenazar el ejercicio de los derechos consagrados en dicha Carta Fundamental…”.- Finalmente y para lo que en Derecho procede, manifiesto que con fecha 7 horas del día de hoy, 3 de abril en curso, el Ministerio conoció del reclamo del señor Bantan, denegándolo por las razones que se indican en la correspondiente resolución, cuya copia me permito adjuntar.-  Por lo anteriormente expuesto me opongo al recurso de que se hace mérito el cual solicito se declare sin lugar.”

Previa la deliberación del asunto, se dispuso declarar sin lugar el recurso, con base en las siguientes razones:  “El derecho que emana del artículo 27 de la Constitución Política, garantiza la libertad de petición y el derecho a obtener pronta resolución de parte de cualquier funcionario público o entidad oficial.  En el caso de autos el actor presentó su reclamo por daños y perjuicios “hace más de un año” según expresa en su escrito de recurso.  Más la falta de resolución por parte del Ministerio de Agricultura, no le ha podido causar ningún perjuicio especial, pues la ley prevé esa posibilidad en el artículo 973 del Código de Procedimientos Civiles, dando por agotada la vía administrativa “Cuando hayan transcurrido más de dos meses desde la fecha de la presentación del reclamo, sin que haya sido resuelto”.  De modo que el interés del recurrente estaba satisfecho desde el día en que se cumplieron dos meses de haber presentado a la dependencia citada su reclamo, de tal manera que desde entonces quedó tácitamente contestada su petición en forma negativa, y cumplida la garantía que contiene la norma constitucional de cita, por lo que debe desecharse el recurso presentado.”
